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presentación

Comprender el funcionamiento de la administración de 
justicia de un país exige conocer en quiénes recae el ejercicio 
de la función jurisdiccional. Por la propia configuración del  
Estado, son los jueces vinculados a la rama judicial los 
titulares de la función pública de la administración de jus-
ticia; sin embargo, en Colombia esa ya no es una función 
exclusiva de ellos, pues desde hace varias décadas se le ha 
venido delegando a la rama ejecutiva para que, por medio 
de sus entidades administrativas, imparta justicia.

Curiosamente, a pesar de la relevancia del tema y de 
su vigencia, no se encuentra en la doctrina colombiana 
ningún estudio académico que refleje una investigación 
sobre cómo ejercen las superintendencias y otras entidades 
administrativas la función jurisdiccional que se les ha dele-
gado. Así las cosas, la investigación que recoge el libro que 
ahora presentamos tiene precisamente el objetivo general 
de estudiar el origen y la razón de ser de la delegación de 
funciones jurisdiccionales en entidades administrativas que 
hace el legislador colombiano en virtud del mandato dado 
por la Constitución de 1991, y los objetivos específicos de 
analizar cómo se materializa tal función, procesalmente 
hablando, en algunas entidades administrativas.

Para conseguir tales objetivos, la obra se divide en dos 
partes. Una parte general que de forma crítica revisa las 
distintas etapas que ha tenido en Colombia la delegación 
de funciones jurisdiccionales en entidades administrativas 
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y los distintos pronunciamientos de la Corte Constitucio-
nal sobre el tema, y una parte específica cuyos capítulos 
estudian los aspectos procesales del ejercicio de funciones 
jurisdiccionales  que lleva a cabo 1) la Superintendencia de 
Industria y Comercio, 2) la Superintendencia Financiera, 3) 
la Superintendencia de Sociedades, 4) la Superintendencia 
de Salud y 5) la Dirección Nacional de Derechos de Autor.

Los ocho capítulos que componen esta obra han sido 
escritos por Ramiro Bejarano Guzmán, Daniela Corchuelo 
Uribe, Marcela Rodríguez Mejía, Philip Frank Ruiz Aguilera 
y Gregory de Jesús Torregrosa Rebolledo, profesores del 
Departamento de Derecho Procesal y miembros de su Gru-
po de Investigación Teoría General del Proceso y Derecho 
Procesal Civil; también participaron Carlos Felipe Ballén 
Jaime, Luisa María Brito Nieto y Laura Estephanía Huertas 
Montero, asistentes de investigación del mismo Departa-
mento y miembros de su Grupo de Investigación, además 
de Miquelina Olivieri Mejía, profesora del Departamento de  
Derecho Comercial de la Universidad, y Brenda Salas Pasuy, 
profesora del Departamento de Propiedad Intelectual de 
nuestra casa de estudios.

Bogotá, 23 de julio de 2018
Los editores
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Introducción

Estas notas breves tienen por objeto sentar una posición fir-
me y fundada sobre la justicia administrada por organismos 
administrativos, experimento que parece volverse tendencia 
en estos tiempos de desesperanza y desolación ciudadana 
frente a la eficacia y eficiencia de la justicia ordinaria.

La administración de justicia no puede ser oficio im-
provisado ni para dejarlo en manos de inexpertos o de 
funcionarios inspirados más en el acontecer político que 
en la serena y aquilatada labor del juez que se aproxima en  
puntillas y con discreción a la inmensa y trascendental labor 
de impartir justicia.

La Constitución de 1991 y los pronunciamientos de la 
Corte Constitucional durante todos estos años no ofrecen 
reparos, porque la atribución de funciones jurisdiccionales 
a órganos administrativos ha sido bien pensada y resuelta 
jurisprudencialmente; empero, la dura realidad muestra que 
ese no es el camino adecuado para sacar a flote una justicia 
que, como la ordinaria, parece estar a punto de naufragar.

Las ideas que aquí se consignan le permiten a quien se 
aproxime a ellas abordar los criterios constitucionales y 
jurisprudenciales de la atribución de funciones jurisdiccio-
nales a funcionarios administrativos. 

I. Los antecedentes en la Constitución de 1991

El inciso 2.º del artículo 116 de la carta política previó la 
facultad excepcional para que la ley atribuyera funciones 
jurisdiccionales a determinadas autoridades administrati-
vas, en los siguientes términos:

Excepcionalmente la ley podrá atribuir función jurisdiccional 
en materias precisas a determinadas autoridades administrati-
vas. Sin embargo, no les será permitido adelantar la instrucción 
de sumarios ni juzgar delitos.
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Esta escueta pero trascendental disposición se desarrolló 
en el marco de la Asamblea Constitucional de 1991, la cual, 
como se sabe, tuvo como eje fundamental el de la justicia. 
En efecto, desde el discurso de instalación de la Asamblea, 
pronunciado el 5 de febrero de 1991 por el entonces presi-
dente César Gaviria, se expresó: 

También amplía la carrera judicial descentralizada de manera 
efectiva la organización judicial y la acerca a la comunidad, 
cuya participación se promueve en la administración de jus-
ticia en lo que se refiere a la solución de conflictos mediante 
los “Jueces de Paz” que fallen en equidad y conciencia. Adi-
cionalmente, la propuesta sugiere que algunas autoridades 
administrativas puedan resolver ciertas controversias, bajo 
el control de los jueces1.

En el proyecto de acto reformatorio n.º 2 de la Constitución 
Política de Colombia, presentado por el Gobierno nacional 
el 15 de febrero de 1991, se propusieron los órganos que 
administrarían justicia, y en el numeral 2 de esa disposición 
se previó:

Con el debido control judicial, las autoridades administrativas 
y los particulares podrán ejercer función jurisdiccional, en los 
casos, las condiciones y con las formalidades que determine 
la ley2.

El anterior, por supuesto, no fue el artículo definitivamente 
apoyado, porque antes de llegar a conciliarse el texto actual 
tal como quedó finalmente aprobado, el debate fue inten-
so y prolongado en varias sesiones de la plenaria y de la 
Comisión Cuarta.

1	 Gaceta Constitucional 1-29, 1991, t. i, p. 6.
2	 Ibid., p. 17.
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En efecto, el 19 de febrero de 1991, los constituyentes 
Juan Gómez Martínez y Hernando Londoño presentaron el 
proyecto de acto reformatorio n.º 9 de la Constitución Polí- 
tica de Colombia, en cuyo capítulo sexto de la función 
judicial y en el artículo 62 propusieron el siguiente texto: 

La función judicial se ejerce por tres jurisdicciones: la Cons-
titucional, a cargo de la Corte Constitucional; la común, a la 
que pertenecen la Corte Suprema de Justicia, los Tribunales 
Superior y los diversos juzgados; y la de lo contencioso-admi-
nistrativa, integrada por el Consejo de Estado, los Tribunales 
Administrativos y los Juzgados Administrativos. También 
ejercen la función judicial el Senado y el Consejo Nacional de 
la Administración de Justicia para lo previsto en la Constitu-
ción, así como las autoridades administrativas y privadas de 
acuerdo con la ley3. 

Como se ve, el punto de facultar a las autoridades admi-
nistrativas para administrar justicia estuvo latente en todo 
momento de los debates. Ese mismo día 19 de febrero de 
1991, en sesión plenaria, el constituyente Jaime Fajardo, 
como representante del Ejército Popular de Liberación, 
presentó consideraciones generales sobre el proyecto de 
Constitución que se estaba redactando y mostró su preocu-
pación por la injerencia que podría tener el Ejecutivo en la 
rama judicial, de atribuírseles funciones jurisdiccionales a 
las entidades administrativas.

Sobre ese mismo punto, en la intervención del ministro 
de Gobierno de la época, doctor Humberto de la Calle 
Lombana, realizada en la sesión plenaria del 21 de febrero 
de 1991, se expresó: 

La desjudicialización de la solución de cierto tipo de contro-
versias, salvo naturalmente aquellas que tocan con la privación 

3	 Ibid., p. 9.
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de la libertad, en ocasiones ciertos funcionarios no judiciales 
dotados sin embargo de suficiente imparcialidad e indepen-
dencia están cabalmente facultados para conflictos entre par-
ticulares por razón de sus conocimientos especializados o por 
su formación científica, tal es el caso de una superintendencia 
de organismos técnicos de la organización estatal, notarías o 
cámaras de comercio [...]. 

En esa misma sesión, el ministro De la Calle subrayó la 
necesidad de que la justicia llegara a todas las personas, y 
en ese contexto defendió la idea de que las entidades admi-
nistrativas y los particulares pudieran administrar justicia.

Con posterioridad, en la sesión plenaria del 7 de junio 
1991, durante la discusión del articulado sobre los funciona-
rios que administran justicia, el constituyente Jaime Fajardo 
solicitó a su colega Carlos Daniel Abello aclarar el tema de 
las funciones jurisdiccionales que tendrían las entidades 
administrativas, porque en su opinión 

Por esta vía estaríamos de nuevo planteando una intromi-
sión cada vez mayor del Ejecutivo en la rama jurisdiccional; 
entonces, me parece que, a ¿quiénes abarca la autoridad 
administrativa? 

A esta preocupación que se tuvo desde el mismo instante 
en el que se presentó la propuesta, el constituyente Abello 
respondió: 

El primer punto, realmente el artículo 1.º, puesto a considera-
ción de la Asamblea, es una variación del actual artículo 58 de 
la Constitución, y al introducir la modalidad de que las autori-
dades administrativas puedan ejercer función jurisdiccional se 
está aludiendo a las funciones que los comisarios, inspectores 
de policía, superintendencias, vienen ejerciendo en este campo 
jurisdiccional, una reciente ley, la Ley 24 de 1991 despenalizó 
una serie de delitos, convertidos ahora en contravenciones, 
cuya investigación y conocimiento está adscrito a esas auto-
ridades administrativas. Desde luego si usted previene ese 



24

peligro de abusos de las autoridades administrativas, el inciso 
podría votarse por partes, limitando el ejercicio de esas fun-
ciones jurisdiccionales a los particulares que, de hecho, y por 
normas legales, lo vienen ejerciendo normalmente en la forma 
de tribunales de arbitramento (sic) que fallan en derecho o en 
conciencia o equidad [...] y los demás organismos que señale 
la ley en un futuro, así la ley podrá señalar que la Contraloría 
General de la República, que la Procuraduría General, que las 
superintendencias, que los inspectores de trabajo con respecto 
a delitos que atenten contra la libertad de asociación, puedan 
cumplir permanentemente funciones de policía judicial.

El 11 de junio de 1991 en la sesión de la plenaria de la 
Asamblea Nacional Constituyente, el doctor Abello expresó: 

Por una inadvertencia, se consolidaron un solo inciso las facultades 
de las autoridades administrativas y de los particulares. Saliendo con 
el absurdo o la burrada, como dice el constituyente Ramírez Ocampo, 
de que las autoridades administrativas pudieren proferir fallos en 
equidad. La comisión accidental no tendría ningún problema  
en abocar de inmediato una reconsideración de este articulado, 
pero teniendo en cuenta que existen antecedentes de negativa 
de reconsideración, y de que no se quisieran tampoco sentar 
precedentes para el futuro, pues de todas maneras prometemos 
que en la segunda vuelta será reconsiderado o será corregido este 
error, para que quede tal cual como fue aprobado en la Comisión 
Cuarta, o sea, separando las funciones de las autoridades adminis-
trativas de las funciones de los particulares cuando intervienen en 
la administración de justicia. [Bastardilla nuestra].

La propuesta de atribuirles facultades jurisdiccionales a 
entidades administrativas se siguió discutiendo, y en la 
sesión del 16 de abril de 1991 el constituyente Álvaro Gó-
mez Hurtado apoyó la iniciativa del Gobierno de otorgarles 
funciones jurisdiccionales a entidades administrativas.

En la sesión de la Comisión Cuarta de la Asamblea 
Nacional Constituyente, realizada el 16 de abril de 1991, 
el ministro de Justicia de la época, Jaime Giraldo Ángel, 
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expuso el pensamiento del Gobierno acerca de las reformas 
que se proponían a la justicia, y al respecto del tema que 
nos ocupa expresó: 

La segunda modificación que propone el Gobierno es la rela-
cionada con el artículo 58, según el cual solo pueden adminis-
trar justicia la Corte Suprema de Justicia, los tribunales y los 
juzgados y ocasionalmente el Senado, la norma que se propone 
prevé además, la posibilidad [de] que otros entes del Estado 
de carácter administrativo y los ciudadanos mismos, pueden 
participar en el proceso de administrar justicia, puedan ser 
investidos de la función jurisdiccional. 

Expresó el ministro el problema de la congestión de la jus-
ticia colombiana e hizo referencia al fenómeno de la juris-
diccionalización de los conflictos de cualquier naturaleza, 
que contribuyen aún más con la ya mencionada congestión. 
Así, señaló: 

Los jueces deben quedar para resolver aquellos conflictos 
que la comunidad no es capaz de resolver. Este mecanismo, 
reitero, no solamente descongestiona la justicia, sino que la 
legitima, porque la solución que nace dentro, al interior de 
la comunidad, es una solución que se vivencia (sic) como 
equitativa, como adecuada a la problemática de cada grupo 
social, y además, se debe posibilitar la solución de conflictos 
a través de entidades administrativas [...]. Es evidente que en 
algunos casos requerirá el debido control jurisdiccional, pero 
es evidente que en otros no será necesario de dicho control. 
Por ejemplo, las decisiones que se asumen en un tribunal de 
arbitramento (sic) o que nacen de la conciliación, no requerirían 
de control jurisdiccional, pero las decisiones que toma una 
autoridad administrativa, sí deben ser controladas jurisdiccio-
nalmente; por eso el artículo 150 del proyecto de Gobierno, en 
donde se establece esta participación de las autoridades ad-
ministrativas y jurisdiccionales, debe modificarse ligeramente 
de la siguiente manera: en el numeral segundo dice así: “con 
el debido control judicial, las autoridades administrativas y 
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jurisdiccionales podrán ejercer función jurisdiccional en los 
casos, las condiciones y con las formalidades que determine 
la ley”. El Gobierno considera que podría también redactarse 
así, de esta manera: “Las autoridades administrativas. Los 
particulares podrán ejercer función particular en los casos, 
las condiciones y con las formalidades que determine la ley 
y sometidas al control judicial cuando la misma ley lo señale, 
porque no sería forzoso que en todo caso tuvieran ese control 
jurisdiccional”.

Los anteriores son solo algunos de los aspectos centrales 
que rodearon los debates antecedentes a la aprobación del 
inciso 2.º del artículo 116 de la carta política, de los que 
puede colegirse que el Constituyente no tuvo una idea 
clara de cuáles eran las razones para atribuirles funciones 
jurisdiccionales a las autoridades administrativas ni los 
controles a estas. Entre esos aspectos determinantes parece 
haber ocupado algún lugar de preferencia el hecho de que 
al atribuirles competencias jurisdiccionales a organismos 
administrativos podría aliviarse la congestión judicial, de 
la cual no hubo un análisis sobre cifras o porcentajes. De 
manera tangencial, aparece que el Constituyente tuvo como 
orientación para atribuirles funciones jurisdiccionales a las 
entidades administrativas la especialidad o conocimiento 
de ellas, sin que tampoco este aspecto hubiera justificado 
consideraciones de envergadura.

II. La Corte Constitucional frente a la atribución de 
funciones jurisdiccionales a entidades administrativas

Aunque ya son varios los pronunciamientos de la Corte 
Constitucional sobre el tema, como se verá en este acápite, 
es pertinente referir los que permiten delinear con certeza 
y precisión los elementos exigidos por el alto tribunal para 
que el legislador pueda atribuir funciones jurisdiccionales 
a las entidades administrativas de acuerdo con lo reglado 
en la Constitución de 1991.
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En primer término, la Corte Constitucional, en la Senten-
cia C-592 de 1992[4], se pronunció sobre la constitucionalidad 
de algunos artículos del Decreto Extraordinario y transitorio 
2651 de 1991, por el cual se expiden normas transitorias 
para descongestionar despachos judiciales. En especial, en 
el artículo 32 de dicho decreto se leía: “[...] V. Sobre con-
cordatos. Artículo 32. Los jueces que estén conociendo de 
las objeciones presentadas en los concordatos preventivos 
obligatorios iniciados con anterioridad a la vigencia del 
Decreto 350 de 1989, remitirán el expediente contentivo de la 
actuación al superintendente de Sociedades, a efecto de que este 
resuelva tales objeciones” (bastardilla nuestra). En esa ocasión, 
la Corte señaló lo siguiente sobre el traslado de funciones 
jurisdiccionales a entidades administrativas:

No resulta inconstitucional la norma por razón alguna, y 
se encuadra en la tendencia legislativa de los últimos años, 
recogida por el Constituyente según señalamiento anterior, 
de transferir decisiones a autoridades no judiciales, como 
superintendencias, notarías e inspecciones de policía, lo que 
permite una mayor eficiencia del también principio funda-
mental del régimen político, complementario del de la división 
de poderes, de la colaboración de los mismos, o de la unidad 
funcional del Estado.

Del mismo modo, la Corte Constitucional indicó, en la 
Sentencia C-212 de 1994[5], al establecer si resultaba cons-
titucional la competencia atribuida en el artículo 1.º de la 
Ley 23 de 1991 a los inspectores penales de Policía para el 
conocimiento en primera instancia de algunas contraven-
ciones especiales:  

Así, pues, el artículo 116, como otras disposiciones cons-
titucionales, establece por regla general que la función de 

4	 M. P. Fabio Morón Díaz. 
5	 M. P. José Gregorio Hernández. 
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administrar justicia corresponde a la Corte Constitucional, a 
la Corte Suprema de Justicia, al Consejo de Estado, al Consejo 
Superior de la Judicatura, a la Fiscalía General de la Nación, 
a los tribunales y a los jueces, pero establece la posibilidad de que 
órganos ajenos a la rama judicial también lo hagan: así, el Congreso 
ejercerá determinadas funciones judiciales —tal es el caso de 
las atribuidas en los artículos 174 y 178 de la Constitución— 
y excepcionalmente la ley podrá atribuir función jurisdiccional en 
materias precisas a determinadas autoridades administrativas. Aun 
los particulares pueden ser investidos transitoriamente de 
dicha función cuando actúen como conciliadores o árbitros 
habilitados por las partes para proferir fallos en derecho o en 
equidad, en los términos que determine la ley. Para los fines 
de este proceso es suficiente destacar la parte del enunciado 
artículo relativa a las autoridades administrativas. Se trata de 
una excepción al principio general y, por tanto, su alcance es 
restrictivo: únicamente pueden administrar justicia aquellas 
autoridades administrativas determinadas de manera expresa 
por la ley, la cual debe indicar las materias precisas respecto 
de las cuales ello es posible, siempre que no adelanten la ins-
trucción de sumarios ni juzguen delitos. [Bastardilla nuestra].

En Sentencia C-141 de 1995 la Corte Constitucional6 señaló 
la meridiana importancia de la imparcialidad e indepen-
dencia que se debe exigir para que proceda legalmente 
la delegación de funciones jurisdiccionales a autoridades 
administrativas. En efecto, en dicha providencia la Corte 
subrayó que dicha delegación debía hacer “referencia al 
órgano institucional objetivamente considerado, mas no 
a las personas a quienes individualmente se atribuye su 
función”. 

En esa misma ocasión, la Corte advirtió las posibles limi-
taciones en función de imparcialidad que pueden presen-
tarse cuando se delegan funciones judiciales a organismos 
administrativos: 

6	 M. P. Antonio Barrera Carbonell. 
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La administración de justicia no solo reclama un juez conoce-
dor de la problemática sobre la cual debe emitir sus fallos, de 
juicio sereno, recto en todo sentido, con un acendrado criterio 
de lo justo, sino también de un juez objetiva e institucional-
mente libre [...]. El criterio de independencia también resulta 
afectado toda vez que el funcionario administrativo investido 
de funciones judiciales, está supeditado a los derroteros es-
tablecidos por el superintendente, quien ha tenido injerencia 
previa y directa en el desarrollo de las funciones de control, 
inspección y vigilancia. De esta manera, el mecanismo adop-
tado por el legislador es válido, pero resulta inocuo para casos 
donde no se garantiza ni la independencia ni la autonomía a 
que se ha hecho referencia.

En el mismo sentido, la Sentencia C-1641 de 2000[7] se pro-
nunció sobre la delegación de funciones jurisdiccionales a 
las superintendencias y los límites para ello, al expresar: 

Bien puede la ley atribuir funciones judiciales a las superin-
tendencias, tal y como lo hacen las disposiciones acusadas. 
Sin embargo, el actor acierta en señalar que en determinados 
casos, el ejercicio de esas competencias judiciales por esas 
entidades es susceptible de desconocer el debido proceso, 
pues si el funcionario que debe decidir judicialmente un 
asunto en esa entidad se encuentra sometido a instrucciones 
al respecto por sus superiores, o tuvo que ver previamente 
con la materia sujeta a controversia, es obvio que no reúne 
la independencia y la imparcialidad que tiene que tener toda 
persona que ejerza una función jurisdiccional en un Estado 
de derecho (CP, art. 228). 

Agregó en esta misma providencia la Corte: 

La función de inspección, control y vigilancia permite a las 
superintendencias dar instrucciones que comprometen un 

7	 M. P. Alejandro Martínez Caballero. 
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criterio de imparcialidad para juzgar posteriormente los 
asuntos previstos en el artículo 51 de la Ley 510 de 1999 por-
que, como bien lo señala el demandante, su actuación estará 
sujeta a esos pronunciamientos anteriores, lo cual sin duda 
vulnera los artículos 228 y 229 de la Constitución, en conso-
nancia con el artículo 29 ídem. 24.— Como es función de la 
superintendencia bancaria velar por que las entidades sujetas 
a control absuelvan las inquietudes de los clientes, y para tal 
efecto pueden adoptar las regulaciones del caso, también es 
contrario al criterio de imparcialidad que luego esta decida 
judicialmente sobre las controversias derivadas de una res-
puesta desfavorable o la negativa a ella, tal y como lo señala 
el parágrafo primero del artículo 52 de la Ley 510 de 1999, 
norma que también deberá ser declarada inexequible. 25.— 
Lo anterior no quiere significar que se presuma una actitud 
torcida o malintencionada del funcionario que tenga a su cargo 
la función jurisdiccional, sino que no se dan las circunstancias 
que objetivamente aseguren una completa imparcialidad 
en la decisión final. Sin embargo, en esta ocasión, sucede lo 
contrario: las directrices administrativas de inspección, con-
trol y vigilancia dadas por las superintendencias limitan una 
actividad jurisdiccional posterior de la misma entidad, toda 
vez que ya hay una posición previa de la entidad en relación 
con las actividades que ahora tiene que juzgar. Debe quedar 
en claro que la posibilidad de asignar a las autoridades admi-
nistrativas funciones jurisdiccionales de manera excepcional 
mantiene vigencia como ha sido reconocido por la Corte, a tal 
punto que las normas acusadas no son las únicas que otorgan 
facultades de esta naturaleza a las Superintendencias, pues hay 
otras que así lo prevén, como por ejemplo la mencionada en la 
Ley 222 de 1995. Pero de cualquier manera, ello no significa que 
en uso de estas atribuciones puedan decidir sobre cualquier clase de  
asuntos diferentes a la instrucción de sumarios o la investigación  
de delitos: es necesario además que la independencia e imparcialidad del  
funcionario estén completamente aseguradas, lo cual no ocurre en 
casos como los aquí previstos porque habría un juez de sí mismo, na-
turalmente que institucionalmente hablando. [Bastardilla nuestra]. 


